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CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA

Bogotá D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil once (2011)
Magistrada Ponente Dra. JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ

Radicación No. 700011102000200900137 01 (2927-09)
Aprobado según Acta de Sala No. 39
ASUNTO

Procede la Sala a conocer el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia proferida el 5 de noviembre de 2010 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Sucre
, mediante la cual se declaró disciplinariamente responsable al abogado ATENOR DEL CRISTO PÉREZ ORTEGA de la falta contra la debida diligencia prevista en el artículo 37 numeral 1º de La Ley 1123 de 2007, imponiéndole sanción de SEIS MESES DE SUSPENSIÓN.

HECHOS Y ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Originó la presente investigación, la información remitida el  14 de abril de 2009 por el Juez Primero Penal Municipal de Sincelejo contra el abogado ATENOR DEL CRISTO PÈREZ ORTEGA, defensor del señor JAIRO ROMÁN LOZANO dentro de un proceso de alimentos impulsado en dicho Despacho, quien según el funcionario judicial, en cinco de las diez oportunidades en que se ha aplazado la audiencia  pública dentro del aludido proceso, ha solicitado el aplazamiento y en dos oportunidades no ha acudido a su práctica.   

2.- Mediante auto del 22 de abril de 2009, la primera instancia avocó conocimiento de la información e inició los trámites preliminares, de lo cual se ordenó  y recaudó las siguientes pruebas (fls.5 y 6 c.o):

· La Unidad del Registro Nacional de Abogados, acreditó la calidad de abogado del ciudadano ATENOR DEL CRISTO PÈREZ ORTEGA, portador de la tarjeta profesional 79.046, vigente (fl. 25 c.o). Así mismo la Secretaría Judicial de esta Corporación acreditó sanciones disciplinarias del disciplinado (fl.9 y 10 c.o). Encontrando el 19-7/05 sanción de suspensión por seis meses (Decreto 196/71 54-4) y el 11-8/08 sanción de suspensión de dos meses (Decreto 196/71  55-1)
3.- Mediante proveído del 19 de junio de 2009 la Sala de instancia abrió investigación disciplinaria contra el abogado ATENOR DEL CRISTO PÈREZ ORTEGA (fls 13 y 14 c.o), decisión notificada mediante edicto emplazatorio (fl.15 c.o).

Ante las solicitudes de aplazamiento de las audiencias de pruebas y calificación por parte del investigado (fls. 22 y 23 c.o) se fijó el 14 de septiembre de 2009 para su celebración (fl.29 c.o), se comunicó (fl.27 c.o); volvió el investigado a solicitar aplazamiento (fl.31 c.o), adjuntó  excusa. Se fijó el 29 de octubre  de 2009, se comunicó (fl. 34 y 35 c.o), pero no acudió el investigado ni justificó su inasistencia. Ante tal situación se declaró persona ausente y se le designó defensor de oficio (fls.38 a 40 c.o) el cual para el efecto fue debidamente posesionado (fl.45 c.o).

4.-  El 11 de marzo de 2010, se celebró audiencia de pruebas y calificación con la presencia del defensor de oficio, se ordenó incorporar a la actuación copia del proceso de inasistencia alimentaria impulsado en el Juzgado 1º Penal Municipal de Sincelejo y el cual motivó la investigación disciplinaria (fl.53 c.o), se comunica la audiencia al investigado la audiencia a celebrarse el 27 de abril de 2010 (fl.57 c.o).
· Se recaudó copia del proceso de inasistencia alimentaria impulsado contra el señor  JAIRO ROMÁN LOZANO y en el que funge como defensor el abogado ATENOR DEL CRISTO PÈREZ ORTEGA, proceso impulsado en el Juzgado 1º Penal Municipal de Sincelejo (fls. 1 a 226  c.a). Como recuento procesal que interesa para el objeto del pronunciamiento, se tiene:

· El abogado ATENOR DEL CRISTO PÈREZ ORTEGA  asume la defensa del señor JAIRO ROMÁN LOZANO en audiencia de indagatoria celebrada el 21 de abril de 2006 ante la Fiscalía Delegada ante los Juzgados Penales Municipales de Sincelejo, despacho que el 26 de octubre de 2006, profirió resolución de acusación.

· El 24 de enero de 2007, el Juzgado 1º Penal Municipal de Sincelejo, aprehende el conocimiento del proceso de inasistencia alimentaria, seguido contra el señor JAIRO ROMÁN LOZANO.

· El 5 de julio de 2007, finalizada la audiencia preparatoria, se fijó el 21 de agosto de 2007 para audiencia pública.

· Acta de audiencia pública del 21 de agosto de 2007, en la que se acredita que no fue posible su realización por inasistencia no justificada del abogado ATENOR DEL CRISTO PÉREZ ORTEGA.
· Se fijó el 19 de septiembre de 2007 para audiencia pública. Se libraron comunicaciones.

· El 19 de septiembre de 2007, el procesado, solicita aplazamiento en atención a un presunto acuerdo con la querellante.

· Mediante auto del  29 de octubre de 2007, se fijó el 15 de noviembre de la misma anualidad para la audiencia pública. Se libraron los oficios a los sujetos procesales.

· El abogado ATENOR DEL CRISTO PÈREZ ORTEGA, solicita el aplazamiento de la audiencia pública, sin fecha visible de presentación. 
· El 7 de diciembre de 2007, se fijó el 18 de diciembre de la misma anualidad, para la celebración de la audiencia pública. Se libraron los oficios pertinentes a los sujetos procesales.

· El disciplinado solicitó el aplazamiento de la audiencia pública, mediante escrito del 18 de diciembre de 2007.
· El 25 de enero de 2008, se fijó el 14 de febrero de la misma anualidad para la celebración de la audiencia pública. Se libraron las comunicaciones pertinentes a los sujetos procesales.

· El togado vuelve  a solicitar el aplazamiento de la audiencia pública, mediante escrito del 14 de febrero de 2008.
· Mediante auto del 10 de abril de 2008, se fijó el 22 de abril de la misma anualidad para la celebración de la audiencia pública. Se libraron las comunicaciones pertinentes a los sujetos procesales.

· El letrado vuelve a solicitar el aplazamiento de la referida audiencia pública, sin fecha visible de presentación.
· El 6 de junio de 2008, se fijó el 19 de junio de la misma anualidad para la celebración de la audiencia pública. Se libraron las comunicaciones pertinentes a los sujetos procesales.

· El abogado ATENOR DEL CRISTO PÉREZ ORTEGA, vuelve a solicitar el aplazamiento de la referida audiencia pública, sin fecha visible de presentación.
· El 6 de agosto de 2008 se fijó fecha para el 26 de agosto de la misma anualidad, celebrar la referida audiencia, la cual no se llevó a cabo, por participación del juez en un conversatorio. El sindicado a su vez informa al Despacho que solicita aplazamiento en “atención al trámite disciplinario en el que en la actualidad se encuentra mi apoderado, y de cara a que carezco de recursos para designar, por ahora un nuevo abogado”.

· El 5 de noviembre de 2008, se fijó el 16 de diciembre de la misma anualidad para la celebración de la audiencia pública. Se libraron las comunicaciones pertinentes a los sujetos procesales.

· Acta de audiencia pública del 16 de diciembre de 2008, en la que se acredita que no fue posible su realización por inasistencia no justificada del abogado ATENOR DEL CRISTO PÉREZ ORTEGA, se ordenó requerirlo y no acreditó justificación para la inasistencia.
· El 11 de febrero de 2009, se fijó el 25 de febrero de la misma anualidad para la celebración de la audiencia pública. Se libraron las comunicaciones pertinentes a los sujetos procesales.
· El 24 de febrero de 2009, el procesado, solicita aplazamiento de la audiencia pública. 
· El 14 de abril de abril de 2009, se designa defensor de oficio al sindicado y se fija el 28 de abril de la misma anualidad para celebrar la audiencia pública.
· No obstante haberse designado defensor de oficio al sindicado. El abogado ATENOR DEL CRISTO PÉREZ ORTEGA, solicita el aplazamiento de la referida audiencia pública, sin fecha visible de presentación.
· El 28 de abril de 2009 se celebró la audiencia pública. El 30 de junio de 2009, se emite sentencia absolutoria.
6.-  Vencido el período probatorio, una vez analizados los referidos medios de convicción la Magistratura de Instancia calificó la actuación desplegada por el Abogado ATENOR DEL CRISTO PÉREZ ORTEGA, profiriendo pliego de cargos en su contra el 27 de abril de 2010 e imputándole la presunta incursión en la falta a la diligencia profesional descrita en el artículo 37 numeral 1° de la Ley 1123 de 2007 y a la vulneración de los deberes consagrados en el artículo 28 numeral 10º ejusdem, toda vez que el inculpado descuidó o abandonó sin justa causa, los asuntos de que se encargó (fls. 63 c.o).

7.- El 17 de Junio de 2010, se celebra audiencia de juzgamiento. El investigado presentó alegatos de conclusión solicitando ser absuelto de los cargos; de igual manera, solicitó tener en cuenta la prueba documental recaudada en la investigación (fl. 83 c.o).
ALEGATOS
El investigado manifiesta que la solicitud de aplazamientos  de las audiencias públicas la hizo para el 15 de noviembre de 2007 (fl.64 c.a), el 18 de diciembre de 2007 (fl.72 c.a), así mismo el día 14 de febrero de 2008 (fl.79 c.a) y el 22 de abril de 2008 (fl.86 c.a) que en cada aplazamiento se puede verificar la excusa; no obstante frente a la injustificación para la no comparecencia a otras diligencias manifestó que “ Es muy probable que al interior de ese expediente aparezca que en algunas de las fechas programadas no allegue a tiempo la excusa que explicara mi ausencia, es decir, probablemente puede haber otra audiencia fallida en razón de mi inasistencia, sin embargo, ese sólo hecho de que no obre en el expediente la razón por la cual no asistí no conduce a determinar que en ese escenario descuidé la actuación profesional que me encomendara mi mandante(…)”
 (sic)
LA SENTENCIA APELADA 
La Sala dual de instancia en sentencia proferida el 5 de noviembre de 2010, sancionó con SEIS MESES DE SUSPENSIÓN en el ejercicio de la profesional al togado ATENOR DEL CRISTO PÉREZ ORTEGA, como autor responsable de la comisión de la falta contra la debida diligencia profesional prevista en el numeral 1° del artículo 37 de la Ley 1123 de 2007, la cual inicialmente se imputó a título de culpa (fls.85 a 100 c.o).
El a quo tuvo en cuenta en su decisión las ausencias del abogado investigado los días 21 de agosto de 2007 y el 16 de diciembre de 2008 fechas en que en forma injustificada no concurrió al debate público convocado por el Juzgado 1º Penal Municipal de Sincelejo, situación ante la cual el mismo funcionario judicial lo requirió, sin encontrar justificación por parte del togado, lo que derivó en la designación de defensor de oficio el cual participó de la audiencia pública tantas veces postergada.
Sobre la materialidad de la conducta imputada al togado, el Juzgador de primer grado consideró que se halla plenamente demostrada, con las pruebas allegadas en el curso de la investigación, de las cuales se evidenció su indiligencia al abandonar sin justificación en dos eventos la convocatoria al debate público dentro del proceso de inasistencia alimentaria, sin tener en cuenta que en cinco eventos y sobre la misma fecha de la diligencia solicitó aplazamientos en forma sistemática.

DE LA APELACIÓN

El disciplinado manifestó su inconformidad con la providencia sancionatoria por considerar que la misma es violatoria del debido proceso, el derecho al trabajo y la igualdad, solicitando la absolución de los cargos imputados, por cuanto según afirma existe un defecto sustantivo por indebida aplicación de la ley.

Fundó su censura en que no obstante las prórrogas solicitadas ello en esencia no causó un daño a los intereses de su patrocinado, en tal sentido se reitera en lo señalado en los alegatos de conclusión
.

Prevalido de lo anterior, fundó el argumento según el cual el Seccional erró en la selección del tipo que describe la falta, al fijar la culpabilidad  en grado de CULPA, pero describiendo un actuar DOLOSO, para lo cual extrae de la decisión de primer grado, apartes en los que el a quo erigió la decisión.

Manifiesta que el Seccional incurrió en defecto factico derivado de la no apreciación de las pruebas que justificaban su ausencia en las solicitudes de aplazamientos.

Igualmente señaló, que la sentencia incurre en un error de hecho al estar soportada en una indebida valoración de las cinco ausencias, las cuales justificó.

Finalmente, citó la sentencia C-310/97 para soportar el argumento que en el presente asunto no se tipificó su actuar conforme el supuesto fáctico, que por ello surge un defecto sustantivo lo que a su juicio deviene en una vía de hecho, por la única razón que con su actuar no causó daño a su procurado -tema objeto de debate de la referida decisión-.

ACTUACIONES DE SEGUNDA INSTANCIA

Mediante auto del 1º de marzo de 2011 se avocó conocimiento, se dispuso la notificación (fl.5 c.2ª instancia) y el traslado al Ministerio Público a fin de que rindiera el concepto respectivo al igual que el disciplinado (fl.6 c. 2ª instancia) para la respectiva alegación (fl. 4 c.o 2ª instancia).
La Secretaría Judicial de ésta Sala, mediante escrito del 5 de abril de 2011, certificó que el abogado ATENOR DEL CRISTO PÉREZ ORTEGA, registra sanciones disciplinarias, 19 de julio de 2005 suspensión 6 meses (Decreto 196 de 1971, 54-4) y 11 de agosto de 2008 suspensión 2 meses (Decreto 196 de 1971, 55-1)  (fl. 9 a 10 c.o.2ª instancia).

ALEGACIONES EN SEGUNDA INSTANCIA
Los sujetos procesales dentro del término de traslado para alegar guardaron silencio.

CONSIDERACIONES

1.- Competencia 

Conforme a las atribuciones conferidas por los artículos 256 numeral 3° de la Constitución Política y 112 numeral 4° de la Ley 270 de 1996-Estatutaria de la Administración de Justicia, esta Superioridad es competente para conocer en apelación, las providencias proferidas por las Salas Jurisdiccionales Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura existentes en el país.

2.- De la Apelación

Procede la Sala a pronunciarse únicamente sobre los motivos de discrepancia planteados en la impugnación y a lo inescindiblemente ligado a ello, en atención a lo dispuesto en el artículo 179 del C. de P. P. (Ley 906 de 2004), aplicable a los procesos disciplinarios seguidos contra abogados, por remisión expresa del artículo 16 de la Ley 1123 de 2007, en consecuencia el análisis se circunscribirá a lo que es materia del recurso. 

En virtud de la competencia antes mencionada y sin observar causal alguna que pueda invalidar la actuación hasta ahora adelantada, procede la Sala a emitir su pronunciamiento con apoyo en el material probatorio obrante en el informativo y a la luz  de las disposiciones legales que recogen la temática.

3.- Caso concreto

La presente investigación, se originó en la información remitida el 14 de abril de 2009 por el Juez Primero Penal Municipal de Sincelejo contra el abogado ATENOR DEL CRISTO PÉREZ ORTEGA, defensor del señor JAIRO ROMÁN LOZANO, procesado dentro de un proceso penal de  inasistencia alimentaria, quien según el funcionario judicial, en cinco de las diez oportunidades en que se aplazó la audiencia pública dentro del aludido proceso, solicitó el aplazamiento, y en dos oportunidades en forma injustificada no acudió a la práctica de la referida audiencia; vista pública que se ordenó desde el 21 de agosto de 2007 y solo se pudo llevar a cabo el 28 de abril de 2009, con el concurso de un defensor de oficio, asignado por el despacho al citado proceso, ante el abandono del caso por parte del investigado.
Ahora bien, de las pruebas allegadas oportuna y legalmente al plenario desde ya esta Superioridad advierte que existen en el paginario elementos probatorios que desarticulan las alegaciones del impugnante, los cuales imponen a esta Superioridad la necesidad de CONFIRMAR la decisión apelada. Las argumentaciones que soportan la anterior conclusión son las siguientes:
1º Revisada la actuación se tiene que el abogado ATENOR DEL CRISTO PÈREZ ORTEGA fue sancionado en primera instancia, por su indiligencia, debido a que se probó que el 21 de agosto de 2007 no compareció a la audiencia pública fijada para dicha calenda por el Juzgado 1º Penal Municipal de Sincelejo, sin que obre elemento probatorio que justifique su inasistencia.

Así mismo el a quo erigió su decisión, por cuanto el togado abandonó el proceso penal a partir del 16 de diciembre de 2008 fecha en que tampoco compareció a la celebración de la audiencia pública convocada y comunicada por el referido Despacho judicial debiendo el juez de instancia ante la injustificada ausencia del letrado, designar defensor de oficio el cual compareció a la audiencia celebrada el día 28 de abril de 2009.

Antes de cualquier consideración fáctica es necesario precisar que la norma por la cual se encontró disciplinariamente responsable al profesional del derecho investigado, establece:

“Ley 1123 de 2007. 
ARTÍCULO 37. Constituyen faltas a la debida diligencia profesional:

1°. Demorar la iniciación o prosecución de las gestiones encomendadas o dejar de hacer oportunamente las diligencias propias de la actuación profesional, descuidarlas o abandonarlas (…)”. (Subrayado fuera de texto)
Obsérvese, que para entender configurada la falta disciplinaria deben estar reunidos dos requisitos, (i) la materialidad de la conducta y (ii) la responsabilidad en cabeza del sujeto disciplinable.
En desarrollo de la primer temática propuesta, frente a la materialidad del hecho disciplinario, los elementos probatorios no admiten discusión, pues es el mismo disciplinado en su alegato conclusivo al momento de cerrar el a quo el período probatorio en la etapa de juzgamiento quien admite que en efecto “ Es muy probable que al interior de ese expediente aparezca que en algunas de las fechas programadas no allegue a tiempo la excusa que explicara mi ausencia, es decir, probablemente puede haber otra audiencia fallida en razón de mi inasistencia, sin embargo, ese solo hecho de que no obre en el expediente la razón por la cual no asistí no conduce a determinar que en ese escenario descuide la actuación profesional que me encomendara mi mandante(…)”
.

Es por lo anterior que llama la atención de la Sala, que el impugnante haya efectuado en su alzada un ejercicio encaminado a atacar exclusivamente la actividad hermenéutica de la primera instancia al haber dado valor a las solicitudes de aplazamiento, olvidando extrañamente el recurrente que la decisión del a quo también se fundó en el examen a la inasistencia de éste a las audiencias públicas al precisar en la sentencia “(…) Para la audiencia pública de juzgamiento se fijó el 21 de agosto de 2007, que no pudo llevarse a cabo por la no comparecencia del abogado defensor PEREZ ORTEGA (…) El 16 de diciembre (de 2008) se dio inicio a la audiencia correspondiente, a la que tampoco asistió el doctor PÉREZ ORTEGA, quien no presentó ni allegó excusa. Se ordenó requerirlo. Se libraron los oficio de rigor de las partes (…)”

Bajo el anterior presupuesto, encuentra esta Superioridad que el recurrente sin tener en cuenta el hecho concreto de su inasistencia en las calendas referidas, entra a efectuar una serie de señalamientos a la sentencia, manifestando que los mismos constituyen defectos fácticos y sustantivos de la decisión, que a su juicio violan el debido proceso, pero sin entrar a concretar la injustificada comparecencia el 21 de agosto de 2007 y el abandono en que dejó el asunto a su cargo a partir del 16 de diciembre de 2008, derivando ello en la designación de defensor de oficio por parte del Despacho judicial, para celebrar la audiencia pública a la que el impugnante tantas veces se exoneró de asistir
.
En desarrollo de la anterior premisa y ante la no concreción del investigado frente a los referidos hechos de incumplimiento a sus deberes, no encuentra esta Corporación arraigo legal en las alegaciones del recurrente, respecto a los presuntos defectos de la sentencia de primer grado, pretendiendo soportar su argumento sin atacar los precitados elementos probatorios, los cuales constituyen el referente basilar de la decisión. Recuérdese que en virtud al principio de concreción “ (…) contra la abstracción, es decir, la vaguedad, inde​terminación, imprecisión, generalidad e in​definición, le corres​ponde a la parte que aduce irregulari​dades procesales delimitar, precisar, individualizar, particulari​zar y puntualizar el acto o actos procesales que generan o desencadenan el desconocimiento de los derechos y ga​rantías de los sujetos procesales”
. 

Así las cosas, un aspecto que es necesario precisar y el cual subyace en las argumentaciones del apelante, es que en materia de defectos o nulidades  de las sentencias el “Principio de Trascendencia, [parte] del supuesto según el cual  cuando se busca la nuli​dad por afecta​ción de los derechos y garantías de los su​jetos procesales [o por defecto fáctico o sustantivo] (…)le compete al actor afirmar y demostrar cómo debe ser enmendado el yerro o vicio que ase​vera, se percibe con efectos sustanciales en el juicio. Con otras palabras, tiene la carga de comprobar de qué forma se debe corregir o remediar el entuerto (…)”
.
Por las anteriores razones y a manera  que la claridad sea la regente en este asunto, esta Superioridad recuerda que otro de los principios establecidos en el Código de Procedimiento Penal, aplicable al proceso disciplinario, es el denominado principio de residualidad; según el cual, la nulidad o la declaratoria de defecto fáctico o sustantivo, debe ser una medida extrema, un instrumento de última opción, sólo aplicable cuando la gravedad del vicio aconseje que la única solución sea la declatoria de invalidez del trámite, porque si hay otra opción diversa a la nulidad, debe acudirse a ella en primera medida. 

De igual manera, el principio de residualidad se concreta en la necesidad que tiene quien alega una nulidad o defecto, de exponer dentro de los fundamentos de su petición y con todos los presupuestos fácticos, que no existe una medida procesal alternativa que restaure los derechos o las garantías cercenadas. Así debe constatarlo el Juez Disciplinario si decide decretar el defecto o la nulidad, en virtud al subprincipio de conservación de la actuación procesal
.
Bajo las anteriores premisas, no encuentra la Sala vocación de prosperidad en los presuntos defectos señalados por el togado, por cuanto erigió sus alegaciones sin justificar ni pronunciarse frente a las precitadas ausencias, las cuales constituyen evidencia irrefutable del incumplimiento a sus deberes.

2º Un segundo aspecto que es importante dilucidar en este asunto en cuanto a la pretendida exoneración de responsabilidad por parte del apelante, es que éste parte de un presupuesto errado al sugerir con la sentencia C-310/97, que debe aplicarse el concepto de objeto jurídico y daño existente en el derecho penal al derecho disciplinario, por cuanto  a su juicio como lo dijo la Corte en la aludida decisión “…el derecho disciplinario es una modalidad de derecho sancionatorio, por lo cual los principios del derecho penal se aplican mutatis mutandi en este campo (…)”

Al respecto es importante señalar que en materia disciplinaria el juicio de antijuricidad hace relación a la infracción de deberes
, no a la protección de bienes jurídicos
, en atención a que la función que cumplen los abogados se encamina a concretar importantes fines constitucionales del Estado, bajo parámetros deontológicos previstos en la Ley 1123 de 2007, en tanto el ejercicio de la abogacía es en gran medida un vínculo necesario para que el ciudadano acceda a la administración de justicia
, de allí que surja una relación de sujeción, que exige y requiere controles articulados en un sistema de deberes y prohibiciones que operan a manera de reglas de conducta, que vinculan al profesional al momento de su incumplimiento, como prenda de garantía del cumplimiento de los fines y funciones del Estado.

En ese entendido, no se requiere del daño para que el ilícito disciplinario se configure, en tanto solo basta la transgredir el deber, prohibición u obligación adquirida, para estar incurso en un comportamiento disciplinario, como es el caso que nos ocupa.

Bajo esa premisa, a manera de complemento, es necesario señalar frente al concepto de daño erradamente  planteado por el recurrente, que el Derecho Disciplinario busca encausar y determinar el comportamiento de sus destinatarios; de allí que la antijuricidad en esta modalidad de derecho sancionador, se materialice en la infracción de deberes y no en la protección de bienes jurídicos como es el caso del Derecho Penal.

Lo anterior también encuentra su arraigo legal en el gran ámbito de discrecionalidad que le otorgó el legislador al Juez Disciplinario
 en la individualización de las conductas disciplinaria y la dosificación de la sanción regulada en criterios de razonabilidad, necesidad y proporcionalidad
.

En el sugerido orden de ideas, no encuentra esta Superioridad vocación de prosperidad el argumento del recurrente al afirmar que este asunto debió tipificarse en el artículo 33.8  de la Ley 1123 de 2007, por cuanto a su juicio no se causó un daño a su procurado, pero si una probable afrenta a la administración de justicia. 
3° Dosimetría de la sanción
Considera la Sala que la sanción de SUSPENSIÓN DE SEIS (6) MESES en el ejercicio de la profesión impuesta al jurista debe confirmarse, pues los comportamientos disciplinarios en los que incurrió están cargados de un enorme grado de reprochabilidad que desdibujan completamente el ejercicio de la profesión de abogado, poniendo en riesgo no solo el prestigio de tan alto mandato, sino también atentando contra bienes jurídicos de tan  preciado valor como la diligencia en el ejercicio profesional,  que se atemperan a los criterios de graduación de la falta y la sanción consagrados en el artículo 13 y 45 de la Ley 1123 de 2007; más aún cuando queda establecido  el incumplimiento no justificado del profesional a sus deberes, al no acudir en dos ocasiones a las audiencias públicas programada por el Juez Primero Penal Municipal de Sincelejo, el  21 de agosto de 2007 y el 16 de diciembre de 2008; de allí que concluya la Sala en cuanto a éste particular tópico, que la gravedad y  modalidad de la falta sugieren la sanción finalmente impuesta por el  a quo.

En mérito de lo expuesto, EL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA, SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 5 de noviembre de 2010 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Sucre, mediante la cual se declaró disciplinariamente responsable al abogado ATENOR DEL CRISTO PÉREZ ORTEGA de la falta contra la debida diligencia prevista en el artículo 37 numeral 1º de La Ley 1123 de 2007, imponiéndole sanción de SEIS (6) MESES DE SUSPENSIÓN, conforme lo expuesto en la parte motiva de este proveído.
SEGUNDO: ANÓTESE la sanción en el Registro Nacional de Abogados, fecha a partir de la cual  la sanción empezará a regir, para cuyo efecto se comunicará lo aquí resuelto a la Oficina encargada de dicho Registro, enviándole copia de esta sentencia con constancia de su ejecutoría.
CUARTO: REMÍTASE el expediente a la Colegiatura de instancia.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

HENRY VILLARRAGA OLIVEROS             JOSE OVIDIO CLAROS POLANCO         

Presidente                                                 Vicepresidente

JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ             ANGELINO LIZCANO RIVERA                  

                Magistrada                                                         Magistrado

MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA           JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ      

               Magistrada                                                          Magistrado

PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO

Magistrado

YIRA LUCÍA OLARTE ÁVILA

Secretaria Judicial 
















�  Sala Dual integrada por el Magistrado Ponente RODOLFO CASTILLA ESCOBAR y la Magistrada OLGA FANNY PACHECO ÁLVAREZ.


� Folio 89 y 90 c.o


� Folio 90 c.o


� Folio 89 y 90 c.o


� Folio 96 y 97 c.o


� Folio 92 a 94 c.o


� CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN PENAL MAGISTRADO PONENTE: ALVARO ORLANDO PÉREZ PINZÓN. Proceso 13208 siete (07) de diciembre del año dos mil (2.000).


� ibídem 





� Tercer Módulo Derecho Procesal Disciplinario Judicial 2009. Escuela Rodrigo Lara Bonilla. 


� Corte Constitucional C-948/02  La Corte preciso la naturaleza de la antijuricidad propia del derecho disciplinario al señalar  “El incumplimiento de dicho deber funcional es entonces necesariamente el que orienta la determinación de la antijuricidad de las conductas que se  reprochan por la ley disciplinaria. Obviamente no es el desconocimiento formal de dicho deber  el que origina la falta disciplinaria, sino que, como por lo demás lo señala la disposición acusada,  es la infracción sustancial de dicho deber, es decir el que se atente contra el buen funcionamiento del Estado y por ende contra sus fines, lo que se encuentra al origen de la antijuricidad de la conducta”. 





� Ibídem “El derecho disciplinario no puede ser entendido como protector de bienes jurídicos en el sentido liberal de la expresión, toda vez que se instauraría una errática política criminal, habida cuenta que no existiendo diferencias sustanciales entre derecho penal y derecho disciplinario por virtud de ello, llegaría el día en que el legislador, sin más ni más, podría convertir sin ningún problema todos los ilícitos disciplinarios en injustos penales(...)”.





�  Corte Constitucional C-540/93 ; C-884/07


�  Corte Constitucional. Sentencia  C-884/07





� Ley 1123 de 2007. Artículo 13





